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    SALA LABORAL

       PEREIRA - RISARALDA




Demandante: Francisco Antonio Agudelo García.



Demandado: Instituto de Seguros Sociales. 



--------------------------------------------------------------



MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., diciembre doce [12] de dos mil ocho [2008]. 






Acta Nº 0182 de diciembre  de 2008.
Cuando son las ocho de la mañana [08:00 a.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala Laboral de esta Corporación con excepción del Doctor Hernán Mejía Uribe quien se declaró impedido para conocer de los procesos en que haga parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó, en asocio de su Secretaria, se constituyen en audiencia pública para desatar el recurso de apelación interpuesto por el apoderado de la demandada contra la sentencia del 05 de septiembre de 2.008, proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario propuesto por Francisco Antonio Agudelo García contra el Instituto de Seguros Sociales.

Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a la siguiente,




SENTENCIA
Por medio de asesor legal, solicita el demandante que, se declare que en su condición de cónyuge sobreviviente de la pensionada y fallecida Zoila Rosa Cano de Agudelo tiene derecho a percibir del Instituto de Seguros Sociales la pensión de sobrevivientes, desde el día 28 de junio de 1990, fecha de su deceso; las indemnizaciones que se probaren; lo ultra y extra petita; y las costas procesales.

Apoya sus pretensiones en los siguientes, 



1. HECHOS DE LA DEMANDA
Expresa el profesional del derecho que su mandante hizo vida marital con la causante desde el día 30 de septiembre de 1946, fecha de celebración del matrimonio, hasta el día 28 de junio de 1990, fecha en que falleció la señora Zoila Rosa Cano, quien era pensionada del Instituto de Seguros Sociales. El actor acudió ante el demandado solicitando la sustitución pensional, quien mediante la Resolución 00490 de 23 de febrero de 1999 la negó. Desde el momento del deceso de la señora Zoila Rosa Cano, el accionante quedó desprotegido económicamente.



2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN


El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, por decisión de 18 de diciembre de 2.007 admitió el escrito [fl. 23] y dispuso correrle traslado a la demandada. En su momento respondió el ente accionado [fls. 25 y s.s.], manifestando no constarle los hechos de la demanda. Se opuso a todas y cada una de las pretensiones, y excepcionó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Irretroactividad e irregularidad de los aportes efectuados al sistema de seguridad social”, “Improcedencia del reconocimiento de intereses moratorios”, “Prescripción”, “Falta de causa” y “Ausencia de prueba del Estado Civil que permita atribuir un regimen (sic) jurídico especial, en consecuencia ausencia de legitimación por activa”.
No fue factible llegar a un acuerdo conciliatorio por desinterés de ambas partes [fl.48]. Se dio traslado de las excepciones de fondo propuestas; no hubo medidas de saneamiento qué definir, se fijó el litigio y en la primera de trámite se decretaron las pruebas las pedidas por las partes, las que se evacuaron en las audiencias subsiguientes.


3. JUZGAMIENTO
El a-quo profirió sentencia [fls. 60 y s.s.] reconociendo la calidad del actor como cónyuge supérstite y beneficiario de la causante pensionada Zoila Rosa Cano, condenando al Instituto de Seguros Sociales a reconocer la sustitución pensional a partir del 20 de enero de 2003, con sus mesadas adicionales e incrementos anuales. Declaró probada parcialmente la excepción de prescripción oportunamente presentada por la demandada respecto de las mesadas causadas con anterioridad al 20 de enero de 2003. Condenó en costas a la parte judicialmente vencida. 


4. APELACIÓN Y SUSTENTACIÓN 
Inconforme con lo decidido el portavoz judicial de la demandada apeló y sustentó el recurso [fls. 68 y 69 y s.s.], afirmando que no comparte la decisión del funcionario de primer grado, toda vez que, el interesado no acreditó los requisitos de semanas cotizadas y convivencia durante los últimos cinco años con la causante, reitera que, dentro del proceso quedaron muchos vacíos, que no permiten dar por satisfechos los requisitos para acceder a la prestación solicitada y que en aplicación al principio de la carga de la prueba, la decisión debió ser adversa a las pretensiones plasmadas en la demanda.  

Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el 40 de la Ley 712 de 2001, dando a las partes término común para presentar sus alegaciones y solicitar pruebas, lapso durante el cual las partes guardaron silencio. La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que amerite declaratoria de nulidad,, por ello se procede a revisar lo decidido. Para el efecto,

 

5. CONSIDERA LA SALA
Resuelto como quedó el régimen jurídico aplicable al asunto debatido, el problema jurídico planteado descansa únicamente en el hecho de determinar si el demandante logró o no consolidar los requisitos legales exigidos para acceder a la pensión de sobrevivientes o de sustitución pensional deprecada, limitando tal hecho, a las semanas acreditadas y a la convivencia con la causante.
En primer lugar resulta indispensable aclarar que el vocero judicial del instituto demandado durante el decurso del proceso ha asumido una defensa que no es acorde con los hechos y las pretensiones de la demanda, en tanto que, con la contestación de la demandada atacó el cumplimiento de semanas cotizadas, cuando ello, no era la base de lo deprecado.
No le asiste la razón al procurador judicial del demandado cuando centra su inconformismo en el hecho de no acreditarse la densidad de las semanas cotizadas para acceder a la sustitución pensional, sencillamente porque quedó acreditado que desde el 18 de abril de 1985 se le había reconocido la pensión de vejez a la señora Zoila Rosa Cano de Agudelo, por haber cumplido con los requisitos requeridos para ello, información que se desprende del contenido de la Resolución Nº 00639 de 18 de abril de 1985, expedida por la Comisión de Prestaciones Económicas del ISS – Seccional Risaralda, aportada por la misma parte demandada, aunado a lo anterior, los requisitos establecidos por el Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, normatividad vigente para la fecha del deceso de la causante, para acceder al derecho a la pensión de sobrevivientes tratándose de asegurados fallecidos que estuvieren disfrutando de su pensión y cuando el llamado a disfrutar de la misma sea el cónyuge sobreviviente, sólo exige la acreditación de convivencia con el causante al momento del fallecimiento.
En este orden de ideas, se encuentra acreditado el presupuesto inicial para pretender el reconocimiento del derecho a la sustitución pensional, esto es que se hubiere concedido efectivamente la pensión a la señora Zoila Rosa Cano, adicionalmente, se encuentra que está demostrado, el estado civil del reclamante y que la pensionada falleció el 28 de junio de 1990 [fl. 8], falta únicamente determinar si el demandante efectivamente convivía con la fallecida Cano de Agudelo. 
Hay que verificar entonces, que el actor haya acreditado que en el momento del deceso de la pensionada hacía vida en común con ella, pero a pesar de que con la demanda fueron allegadas unas declaraciones extrajuicio que dan cuenta de esa circunstancias, las mismas no serán tenidas en cuenta, toda vez que, este tipo de prueba requiere ratificación dentro del trámite procesal, salvo que ambas partes soliciten de común acuerdo que prescinden de ella y el juez no la estime necesaria, por mandato del artículo 229 del Código de Procedimiento Civil. La razón elemental que orientó al legislador en ese sentido es que si se trata de hacer valer tales declaraciones de testigos como prueba dentro del trámite procesal es perentorio que el juez, no sólo reciba juramento acerca de lo aseverado, sino que también él y la otra parte puedan contra interrogarlo sobre los hechos que se busca esclarecer, debido a que se recibió ante el notario o alcalde sin la citación y audiencia del opositor. Sin embargo, también militan otras declaraciones, estas sí recibidas dentro de la segunda audiencia de trámite, mediante las cuales los señores Isaura Rojas [fl. 43] y Antonio José Agudelo Cano [fl. 44] manifiestan respectivamente que “ellos [el demandante y la señora Zoila Rosa Cano] vivieron toda la vida juntos”, “vivieron en el mismo techo hasta que mi mamá falleció”, “siempre estuvo con mi mamá y actualmente vive solo desde que ella murió”, “yo los conocí hace treinta años que vivo con un hijo de ellos” (apuntó Isaura Rojas). Aunque los testigos son pocos, las declaraciones rendidas por un hijo de la señora Zoila Rosa Cano y su nuera merecen credibilidad a la Sala, pese a que se trata de personas allegadas a élla. La razón del convencimiento que logran radica en que por la condición anotada estaban en lugar privilegiado de percibir la vida en pareja de manera ininterrumpida y otros detalles anejos. Si el señor Francisco Antonio Agudelo fuera persona caracterizada por el incumplimiento de sus deberes familiares o inconstante en su relación conyugal, los primeros en no cohonestar ese tipo de comportamiento serían sus allegados, quienes por razones de tipo fraternal o sentimental tenderían a desfavorecer sus intereses, oportunidad que sería precisamente la declaración rendida ante un despacho judicial. Además las dos declaraciones aludidas son coherentes y no existe otra prueba en el proceso que las desvirtúe o haga sospechar de su veracidad. Por tanto, es claro para la Sala que la vida en pareja del señor Francisco Antonio Agudelo y la señora Zoila Rosa Cano no se vio interrumpida en lo más mínimo, por lo que el requisito de convivencia del actor con la causante al momento del fallecimiento quedó plenamente acreditado y como consecuencia de ello, se puede afirmar que en el sub judice sí se cumplieron los requisitos legales para acceder a la pensión vitalicia de sobrevivientes. 

Así las cosas, estuvo bien tomada la decisión por el a-quo por lo cual se confirmará, con inclusión de la condena en costas al rigor de lo reseñado en el artículo 392 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el numeral 198 del artículo 1º del D.E. 2282 de 1989 y 42 de la Ley 794 de 2003. Costas en esta Sede no se causaron.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia apelada. Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,





ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

(Impedido)




LINA MARÍA ARBELÉZ GIRALDO






Secretaria.  
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